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Resumen

Existen países donde la victimización por corrupción es baja y, sin embargo, la percepción ciudadana de corrupción es alta; para analizar y luchar contra la corrupción en estas circunstancias es importante adquirir un conocimiento profundo de los mecanismos que son responsables de tales percepciones. En esta investigación se comprueba que la percepción tiene que ver con factores como la repercusión mediática, la crisis económica, los valores sociales y datos demográficos; también que  existe una diferente percepción de corrupción cuando esta afecta a políticos y cuando afecta a funcionarios, siendo la clave para explicar esta diferencia la percepción de discrecionalidad existente; las consecuencias sociales de esta diferencia son muy importantes para entender por qué España no es aún un país con corrupción sistémica. 
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I. Introducción

Existen países donde la victimización por corrupción es baja y, sin embargo, la percepción ciudadana de corrupción es alta; para analizar y luchar contra la corrupción en estas circunstancias es importante adquirir un conocimiento profundo de los mecanismos que son responsables de tales percepciones. Esta comprensión es también importante para poder predecir de forma precisa las consecuencias sociales de la percepción y, con ello, hacer frente al problema de la transformación, por virtud del cual factores micro se combinan de forma compleja para convertirse en un problema social (Coleman, 1986). La corrupción, en circunstancias normales, se auto-refuerza (Persson, Rothstein and Teorell,2012), de ahí que percepciones muy altas de corrupción puedan crear problemas sociales importantes; como quiera que las personas, como actores racionales, dependemos mucho de cómo creemos que los demás van a actuar, si nuestra creencia es que la mayoría de los ciudadanos actúan corruptamente y, por ello, con bastante impunidad, todos tenemos incentivos para actuar corruptamente y beneficiarnos de ello (Morris and Klesner, 2012; Bardhan, 2005).
[bookmark: OLE_LINK10][bookmark: OLE_LINK11]Las percepciones elevadas de corrupción son componentes permanentes de la cultura política de ciertos países; cuando esto se consolida se genera un problema de acción colectiva de segundo orden (Ostrom, 1998, p.7), pues la gente puede aceptar como natural la victimización, por ser parte de la vida normal y/o puede sentirse autorizada a buscar beneficios para sí misma, más allá de la legalidad, implicándose en actos corruptos e ineficientes, generándose un trampa social (Bardhan, 2005; Rothstein, 2011). Ello llevaría a que personas que con una percepción menor no aceptarían intercambios corruptos, cuando la percepción aumenta sensiblemente los aceptaran. ¿Es esta la situación de España? Es cierto que los españoles[footnoteRef:1] tienen una alta percepción de corrupción, pero las consecuencias sociales de este fenómeno no están claras. Por una parte, si se consideran los resultados de las más recientes encuestas de intención de voto[footnoteRef:2] y las reacciones de cientos de miles de ciudadanos en protestas y manifestaciones diversas, no parece que los españoles acepten ser victimizados, al menos en momentos de larga crisis económica; Por otra parte, la conducta corrupta entre empleados públicos continúa siendo baja y la ciudadanía no ofrece ahora más sobornos que antes de la crisis (ver tabla 1 abajo). La alta percepción de corrupción sería, entonces, debida, sobre todo, a los escándalos derivados de los casos de corrupción que afectan a políticos relevantes, por su impacto mediático, como luego veremos; aunque este hecho no tiene por qué influir en un incremento de las conductas corruptoras, dado que la inmensa mayoría de los ciudadanos no tiene relación directa con políticos relevantes. Pero si la alta percepción continuara o, incluso, se incrementara ¿cambiaría esta situación? ¿Podría España convertirse en un país de corrupción sistémica, donde la mayoría de funcionarios y ciudadanos practicaran acuerdos corruptos? Para responder a estas preguntas es necesario, entre otras estrategias de investigación, entender cómo funciona la percepción de la corrupción.  [1:  En los casos en que se utilizan sustantivos de género gramatical masculino para referirse a personas, cargos o puestos de trabajo, debe entenderse que se hace por mera economía en la expresión, y que se utilizan de forma genérica con independencia del sexo de las personas aludidas y siempre con pleno respeto a la igualdad de género.]  [2:  Según Metroscopia, el partido en el poder –Partido Popular-habría perdido más de 20 puntos de apoyo en el último año y medio, como consecuencia, entre otros factores, de los casos de corrupción descubiertos y que  afectan directamente a su dirección (El País Madrid 6 JUL 2013 ). ] 


Nuestro estudio, por ello, trata de contribuir a la comprensión de la percepción de la corrupción y sugiere vías para gestionar estos factores y evitar el problema de la acción colectiva. Usando datos de una encuesta de 2009 del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) y de los Barómetros mensuales del propio centro el estudio busca dar respuesta a las siguientes preguntas: 
1. ¿Hasta qué punto los factores que influencian la percepción ciudadana de la corrupción  difieren en actores con más o menos discrecionalidad?
2. ¿Qué factores generan un efecto similar en las percepciones de corrupción independientemente del actor analizado? 
3. ¿Hasta qué punto pueden los factores que afectan a la percepción de corrupción interactuar para generar relaciones moderadoras?

II. El paradójico caso de España. 

La percepción de corrupción es paradójica en España; de todos los países de la Unión Europea, España, junto a Portugal, es el que, en los últimos años, ha sufrido los mayores cambios en la percepción de corrupción y en la asunción de la corrupción como uno de los problemas más importantes del país (Villoria and Jiménez, 2012). Como se puede ver en la Tabla 1, en 2012 un 88% de los españoles creían que la corrupción era un problema importante en el país. Este porcentaje era de un 73% en 2005 y de 83% en 2007 (no mostrado). También se puede observar en la tabla que España, junto a Portugal, es el país donde la diferencia entre la experiencia personal de corrupción, medida por las tasas de victimización –haber tenido que pagar un soborno- y las percepciones –medida por el Eurobarómetro- es la más alta. Si se contrastan estos datos con los del Reino Unido o Italia, por ejemplo, se puede comprobar que los datos de victimización son superiores, en 2013, en ambos países, pero la percepción ciudadana es bastante más baja que en España. En realidad, aunque manifiestamente mejorables, las instituciones en España y Portugal garantizan un aceptable Estado de Derecho, mas, sin embargo, los ciudadanos tienen un alto nivel de desconfianza institucional[footnoteRef:3] y de percepción de corrupción.  [3:  Ver, por ejemplo, Estudio nº 2.984. Barómetro de abril 2013, CIS.
] 


Tabla 1: Porcentaje de gente que admite haber pagado un soborno en los últimos 12 meses en España y otros países de la Unión Europea y su relación con las percepciones de corrupción (CPI: 10 = least corrupt; 0 = most corrupt)
	
	
2004
	2009
	

	
2013
	Scores CPI 2011
	Eurobarometer 2009/2012.  Agree with: “Corruption is an important problem in my country”.

	Austria (1)
	1%
	2%
	
	9% 
	7.9
	61% / 80%

	Czech Republic
	
21%

	11%
	
	15%
	4.6
	88% / 90%

	Denmark
	2%
	1%
	
	1%
	9.3
	22% / 19%

	Finland
	3%
	2%
	
	1%
	9.2
	51% / 36%

	France(1)
	2%
	2%
	
	7%
	6.8
	73% / 71%

	Germany(1)
	1%
	2%
	
	2%
	7.9
	75% / 57%

	Greece
	11%
	18%
	
	22%
	3.5
	98% / 98%

	Hungary
	nd
	14%
	
	12%
	4.7
	96% / 96%

	Holland(1)
	2%
	2%
	
	2%
	8.8
	51% / 34%

	Italy1
	2%
	10%
	
	5%
	3.9
	83% / 87%

	Poland(1)
	5%
	4%
	
	15%
	5.3
	81% / 67%

	Portugal
	2%
	2%
	
	3%
	6.0
	93% / 97%

	Romania
	25%
	14%
	
	17%
	3.7
	93% / 96%

	U.K.
	1%
	3%
	
	5%
	7.6
	74% / 71%

	Spain
	2%
	2%
	
	2%
	6.1
	88% /88%


1 The data on Italy is for 2007 because no data were available for 2009. The data on Austria, France, Germany, Holland and Poland are from 2010 (no data available for 2013). 
Fuente: Transparency International’s (TI) Global Corruption Barometer and Corruption Perception Index;  Eurobarometer 325.


Para explicar este fenómeno es importante considerar que, aunque España no parece tener corrupción sistémica, si se considera como elemento clave para su existencia la alta victimización, sí es cierto que últimamente ha experimentado serios problemas de corrupción entre la clase política. Así, en noviembre de 2009, el ex – Fiscal General de Estado, Cándido Conde-Pumpido, reveló en el Congreso de los Diputados que la fiscalía estaba investigando 730 casos de corrupción en los que estaban implicados políticos electos o altos cargos. El 15 de abril de 2013, el Presidente del Consejo General del Poder Judicial, Gonzalo Moliner, presentó un informe en el que, solicitando más instrumentos para luchar contra la corrupción, afirmó que se necesitarían 64 jueces de apoyo más para ayudar a los 798 juzgados que estaban en estos momentos trabajando en 2173 casos complejos; de ellos, 1661 estaban relacionados con casos de corrupción o delitos económicos. Obviamente, los casos más importantes han sido ampliamente tratados por los medios de comunicación. Muchos otros han pasado, sin embargo, desapercibidos por afectar a funcionarios y no tener gran repercusión económica.  

Estos hechos apoyan hallazgos de Van de Walle (2008) en Finlandia, relativos a las percepciones de corrupción ciudadana, los cuales sugieren que, en parte debido a la atención de los medios, las percepciones varían dependiendo de quién es juzgado. La ciudadanía espera más corrupción de los políticos que de los funcionarios, pues estos  últimos desarrollan normalmente su función bajo reglas estrictamente burocráticas y tradiciones jerárquicas y, cuando actúan de forma corrupta, no son objeto de atención mediática. Sin embargo, los políticos, sobre todo los de ámbito nacional, son objeto de gran atención mediática cuando hay escándalos de corrupción y ello genera más percepción. 

Es cierto que cualquier nivel de corrupción es preocupante, no obstante, cuando es elevada genera pérdida de legitimidad institucional, sistemas de gobernanza ineficientes y el debilitamiento de la calidad democrática (Linde, 2012, Grayca and Villa, 2011; Linde and Erlingsson, 2011; Hetherington 2005; Nye, 1997). También tiene efectos negativos en la igualdad, el crecimiento económico y la inversión (e.g., Mauro, 1995; and Gupta et al.,1998), así como en la confianza social (Seligson, 2006; Rothstein and Eek, 2009). Ahora bien, combatir la corrupción es difícil, dado que es opaca y, por ello, confrontarla eficazmente puede ser un reto. Los medios juegan, por ello, un papel importante en el combate a la corrupción, dado que publicitan y, en ocasiones, hasta descubren los casos más sobresalientes. No obstante, el problema es que a veces, al dar publicidad sesgada su papel puede ser perjudicial (Meny, 1996) e, incluso, sin desearlo, pueden llevar a generar opiniones erróneas sobre el fenómeno. 

Algunos argumentan que la atención mediática ayuda a incrementar las percepciones de corrupción creando un efecto de “echo chamber”, por virtud del cual las historias más mediáticas sobre la corrupción son repetidas una y otra vez, llevando a reforzar creencias e insensibilizando a la gente sobre el nivel real de la corrupción, sobre todo cuando las condenas son escasas y la percepción de impunidad es elevada (Villoria and Jiménez, 2012, Vanucci, 2009). A esta percepción de impunidad contribuyen diversos factores, entre ellos sobre todo dos: los indultos y la lentitud de los macro-procesos penales. Entre 2000 y 2012, ha habido 132 indultos a políticos condenados por casos de corrupción; por otra parte, el tiempo medio de los macro-procesos para emitir una sentencia está en casi 10 años. Lógicamente, la opinión pública sobre el tema está afectada por este fenómeno. En una reciente encuesta de Metroscopia, de enero de 2013, el 95% de los encuestados creía que el sistema favorecía la impunidad de los corruptos en España[footnoteRef:4]. Otro estudio[footnoteRef:5] posterior refuerza esta idea al considerar una amplia mayoría que no habrá sanción para los corruptos en los dos casos más mediáticos de los últimos tiempos  (Caso Gurtel y Caso Urdangarín: 78 % and 77% de los encuestados, respectivamente, creían en marzo 2013 que no habrá condenas). En suma, bastantes casos de corrupción política, muchos de ellos altamente mediatizados, generan una percepción alta de corrupción que, unidas a la lentitud de los procesos, provocan una sensación de impunidad, reforzando la desconfianza institucional, máxime en momentos de profunda crisis económica, como luego veremos.  [4:  EL PAÍS (2013) Metroscopia survey shows 95-percent mistrust in courts’ grip on corruption. Available from: http://elpais.com/elpais/2013/01/14/inenglish/1358166491_974110.html. [Accessed on 3/2/2013].
]  [5:  Metroscopia 3/3/2013. http://elpais.com/elpais/2013. [Accessed on 3/4/2013].] 


Marco teórico
No hay una definición totalmente consensuada de corrupción, no obstante, es preciso usar una, coherente con el marco teórico, para que se pueda comprender nuestro argumento. Por ello, utilizaremos una definición amplia, como la proporcionada por Klitgaard, MacLean-Abaroa, and Parris (1998, p. 1): “corrupción es el abuso del posición para beneficio personal. La posición se refiere a un puesto desempeñado, para el que se otorga una autoridad sustentada  en la confianza de un principal, en el que el actor que lo desempeña (agente) debe actuar en beneficio de tal principal (sea la ciudadanía, los accionistas o los miembros de la asociación) y no en beneficio propio”.  Con estas bases, la corrupción se expande cuando el agente dispone de monopolio en la discrecionalidad sobre quién recibe qué y cuánto y, además, no hay control y rendición de cuentas sobre las decisiones. En suma, en el sector público, si hay errores de diseño institucional y se aporta monopolio y discrecionalidad al agente, sin instituciones que promuevan la imparcialidad y la rendición de cuentas, existen muchas posibilidades de que el agente opte por su propio beneficio y no por el del principal (Rothstein and Teorell, 2008; Graycar and Villa, 2011). Lógicamente, si la ciudadanía percibe que hay monopolio, discrecionalidad y falta de control sus expectativas de que habrá abuso de poder se disparan y la percepción de corrupción también.
Siguiendo esta lógica, en la percepción de la corrupción un factor esencial puede ser la propia experiencia de corrupción. Esto es normal en países con corrupción sistémica. Países donde, dada la débil institucionalidad, los servidores públicos, desde policías a médicos, se convierten generalizadamente en extractores de recursos de los ciudadanos a los que deben servir.  En ese caso, el estudio de la percepción se confunde con el estudio de la victimización, pues la correlación es altísima. Pero hay países donde no existe tal corrupción sistémica, como España o Portugal, y sin embargo la percepción de corrupción es muy alta.
Este estudio nos permite analizar una situación intermedia entre países con corrupción sistémica y países con baja corrupción y buenas instituciones en general. En estos últimos las reformas para contener o reducir la corrupción se pueden basar en las clásicas teorías del principal-agente (Susan Rose-Ackerman, 1978; Robert Klitgaard, 1988); es decir, que la corrupción se entiende como un acto individual y minoritario, realizado por agentes que actúan racionalmente considerando el beneficio a obtener, las posibilidades de ser capturados y las sanciones correspondientes, en entornos aislados donde hay lagunas de regulación o control; y las reformas para evitarla serían impulsadas por un benevolente principal que reduce los incentivos al mal comportamiento presionando con su voto a favor de las reformas institucionales adecuadas; las cuales son  formuladas e implantadas por unos gobernantes que, además de estar interesados en ganar las elecciones, también rechazan la corrupción y luchan contra el ejercicio venal de los poderes públicos por su propia imagen. Sin embargo, en los países con corrupción elevada, la mejor explicación del fenómeno es la existencia de un problema de acción colectiva, donde al creer la mayoría de los agentes que los demás son corruptos y existir constantes presiones para  asumir la corrupción, una gran parte de los ciudadanos tiene muchos incentivos para actuar de forma corrupta  y enormes desincentivos para combatirla (Bardham, 1997; Persson et al. 2012), creándose un problema de trampa social que impide el cambio y para el que sólo valen reformas de gran calado por largo periodo de tiempo, dado que las expectativas entre los servidores públicos corruptos necesita ser modificada por medio de “big bang reforms” (Rothstein, 2011). 
El caso de España o Portugal (tal vez Francia o Austria también) es intermedio, pues no hay baja corrupción ni tampoco alta, más en concreto, hay baja corrupción administrativa y alta corrupción política. En el caso español y portugués esto lleva a una percepción de corrupción por parte de la ciudadanía que puede ser inexacta; en concreto, lleva a una percepción generalizada muy elevada que podría generar un problema de acción colectiva, aunque la realidad demuestra que, por ahora, parece que las bases institucionales permiten evitar la trampa social propia de países con corrupción sistémica. Las consecuencias sociales de todo ello, en suma, podrían ser híbridas. Es decir, si los ciudadanos distinguieran en su percepción entre corrupción de los niveles políticos y corrupción de los niveles administrativos, probablemente la inmensa mayoría no se embarcaría en conductas corruptas con los funcionarios, aunque una parte importante de ellos sí podrían interactuar corruptamente con los políticos si les interesara y tuvieran acceso a ellos. Más aún, podrían votar a políticos corruptos y actuar como un principal sin principios, como demuestran múltiples datos y estudios (Costas-Pérez et al., 2011; Gómez, B. et al., 2011; Muñoz et al, 2012), mas no pagar sobornos a los funcionarios. Tendríamos, en consecuencia, un caso peculiar de trampa social parcial: entre los políticos mismos y entre ciudadanos y políticos hay expectativas de comportamiento deshonesto, mas no entre ciudadanos y funcionarios. Creemos que éste es el caso de España y por ello la alta percepción de corrupción no tendría por qué dar lugar a una corrupción sistémica; pero para demostrar esta peculiar consecuencia social es preciso profundizar en el fenómeno de la percepción.
La literatura sugiere que existe una confluencia de diversos factores explicativos de las percepciones de corrupción (figura 1). En general, dejando aparte los casos de corrupción en sí mismos, existen seis conjuntos de variables con sus efectos correspondientes: 1. Las percepciones de corrupción en el contexto nacional y local; 2. La exposición a los medios de comunicación; 3. El rendimiento económico  del país; 4. Los valores y expectativas de la gente; 5. El nivel de alienación política; 6. Las características personales y demográficas. El modelo utilizado no incluye la corrupción en sí, pero incorpora una serie de variables que incrementan la sensibilidad a los efectos exclusivos de los factores de interés primario. Entre estas, están las variables de control que miden las percepciones de corrupción política en general, con el fin de que aporten una evaluación de la creencia o actitud general sobre el gobierno (Nye, 1997; Van de Walle, 2008). Aunque la mayoría de los ciudadanos no interactúan con políticos y altos cargos, ni conocen las relaciones de estos con grupos económicos poderosos, dada la atención mediática existente ante escándalos de corrupción se necesita incluir en el modelo esta variable. También se incluyen una conjunto de características individuales: edad, género, y nivel educativo  (Van de Walle, 2008; Melgar, et al. 2010). Finalmente, la variable de impacto será desagregada para diferenciar los matices de percepción hacia diferentes actores: percepciones relacionadas con empleados públicos y gestores (administradores) que normalmente implementan decisiones políticas y con políticos y altos cargos que toman decisiones y distribuyen permisos y contratos (políticos). 



Influencias generales en la percepción de corrupción 

Existen dos conjuntos de factores que esperamos que ayuden a explicar las percepciones de corrupción entre todo tipo de actores gubernamentales: la situación económica personal y la situación económica del país.

Condiciones económicas. Diversos estudios han demostrado que el rendimiento económico tiene un fuerte impacto en las percepciones ciudadanas sobre el gobierno (e.g., Morris, 2008; Melgar et al. 2010). En concreto, los ciudadanos que creen que la economía no está funcionando bien, ya sea en general o en lo que les afecta a ellos personalmente, tienden a pensar en mayor medida que el gobierno es corrupto que aquellos que tienen una visión optimista de la economía nacional o personalmente.  En el caso de España, en repetidos análisis de los barómetros del CIS se puede comprobar que ha existido siempre una correlación entre la percepción de rendimiento económico y la consideración de la corrupción como uno de los tres problemas más importantes del país (r=0.44).  Pero esta correlación se incrementa notablemente cuando el porcentaje de personas que creen que la situación económica del país es mala o muy mala supera el 50% (r=0.63). También existe una muy fuerte correlación entre las percepciones de que la economía va mal o muy mal y la percepción de los políticos como uno de los tres más importantes problemas del país (r=0.87). Por ello: 
H1. Aquellas personas con evaluaciones negativas de la situación económica del país y de su propia situación económica percibirán a los políticos y empleados públicos como más corruptos que aquellos con visiones positivas.

Influencias diferenciadoras en la percepción de corrupción

Como ya indicamos, Klitgaard et al (1998) afirman que hay condiciones bajo las cuales la corrupción florece. Una de estas condiciones es la discrecionalidad en la toma de decisiones. La discrecionalidad administrativa es, a la vez, necesaria para la eficacia organizativa (Bryner, 1987) y una fuente de potenciales abusos de poder. El enfoque weberiano destaca la importancia de las normas y los procedimientos estandarizados para controlar la arbitrariedad (abuso de la discrecionalidad) de los empleados públicos; por el contrario, el “New Public Management” (NPM), supuso un reto a esta asunción, defendiendo la discrecionalidad como un elemento fundamental para que los gestores públicos tomaran decisiones eficientes (“let the managers manage”) (Sandfort, 2000; Cox, 2005). La implantación del NPM en España ha sido lenta y fragmentaria (Schedler and Proeller, 2002). Como consecuencia, el control de los altos empleados públicos y los street-level bureaucrats ha continuado ejerciéndose mayoritariamente siguiendo la tradición legalista y jerárquica weberiana; con ello, se asume que la legalidad y la imparcialidad están más protegidas y que los funcionarios están mejor resguardados frente a la arbitrariedad política. Este modelo se lleva a su extremo en el caso de los jueces, a los cuales se garantiza, además, la independencia y se les protege fuertemente de todo tipo de perturbación política en el ejercicio de su cargo. Este tipo de contrato entre el principal y el agente puede generar la percepción de que los burócratas y más aún los jueces son confiables en la aplicación sin sesgos políticos de la norma. Sin embargo, los políticos electos locales (que participan directamente en la distribución de contratos y permisos) y los altos cargos tienen muy elevados niveles de monopolio en la toma de decisiones y discrecionalidad sin aparente control, lo cual es una condición para la expansión de la corrupción y de una mayor desconfianza. 

Especialmente los alcaldes y otros políticos regionales y locales adquirieron un poder enorme durante el periodo del boom urbanístico y del crecimiento económico de la década de los 2000. La literatura económica indica que los proyectos de modernización y, más genéricamente, las reformas económicas desarrollistas, con su concomitante flujo de inversión,  incrementan las oportunidades para la corrupción (Seligson, 2002; Rose-Akerman, 1996). A esto se añade, en España, que las competencias para aprobar inicialmente los planes de urbanismo son locales, que existía un monopolio de decisiones muy relevantes (especialmente las relacionadas con la firma de convenios urbanísticos) en manos de de los alcaldes, que nos encontrábamos con un área donde la discrecionalidad era elevada, y a ello se sumaban la debilidad de los controles y la existencia de una burbuja especulativa que generaba beneficios extraordinarios a promotores y constructores (Jiménez et al, 2012). Como consecuencia, las autoridades locales se encontraron con un destacable monopolio para la redistribución del poder económico en sus municipios, con muy limitada rendición de cuentas y alta discrecionalidad (Romero, Jiménez, and Villoria, 2012). Esta situación explica en gran medida la expansión de los casos de corrupción investigados y denunciados en los últimos años, especialmente desde que, en 2006, se empezaron a tomar medidas de apoyo a la labor judicial en la materia. 

En resumen, que aunque los ciudadanos tengan predisposición a ver el gobierno como un todo, pueden existir diferencias a la hora de definir qué es corrupto en el gobierno, cuánta corrupción hay y, sobre todo, quién es más o menos corrupto en ese complejo ámbito  (Van de Walle, 2008). También, aunque las percepciones parezcan afectar al todo, pueden existir matices sobre qué instituciones son más corruptas y quiénes dentro de ellas son más proclives a comportamientos venales (Blind, 2007, p. 4). Los datos del Barómetro Global de corrupción de Transparency International nos demuestran repetidamente que la percepción no es monolítica.

Distinguiendo actores con base en su nivel de discreción. En general, tanto los jueces  y los “administradores” (funcionarios de la administración de justicia, o de la administración general, inspectores, fiscales…) como los políticos (electos y altos cargos que pueden decidir sobre permisos y contratos) tienen discrecionalidad. Pero en comparación, los últimos tienen más discrecionalidad y menos control que los primeros y, además, tienen que luchar por el poder, lo que hace que tengan incentivos para usar su discrecionalidad con el fin de incrementar sus bases de influencia y financiar sus campañas electorales (Mendilow, 2012). De hecho, aunque existe una profusa literatura sobre cómo los street-level workers ejercen su discrecionalidad (e.g., Lipsky 1980; Kelly 1994), estos actores no tienen el nivel de monopolio y discrecionalidad de los políticos y, sobre todo, no pueden cambiar por sí mismos las reglas formales del juego. 
 
En consecuencia, tenemos bases teóricas y empíricas que nos demuestran que puede haber influencias diferentes en la percepción de la corrupción y que estas diferencias tienen que ver, esencialmente, con el nivel de discrecionalidad y posible arbitrariedad de los actores implicados. Estos argumentos son reforzados más adelante con la estructura modelo del análisis exploratorio de factores realizado sobre las variables dependientes (ver apéndice 1). En el primer factor (que llamamos actores administrativos, aunque incluimos en  él a los jueces) tenemos percepciones de la prevalencia de la corrupción en la administración de justicia, inspecciones sanitarias o tributarias y funcionarios de la administración. El segundo factor (actores políticos) incluye políticos electos y altos cargos que deciden sobre permisos, subsidios, contratos y licencias de construcción. 

Comprensión personal de la corrupción. Jos (1993) y otros (i.e. Heidenheimer, 1998) han afirmado que cualquier intercambio entre gobierno y ciudadanos podría considerarse corrupto o no con independencia de si viola o no la ley dependiendo del sistema de valores de los actores. Lógicamente, este sistema de valores es esencial para percibir como corrupto o válido un acto cualquiera del gobierno. Partiendo del sistema de niveles de corrupción de Atkinson (2011, p. 453-4), hemos identificamos variables que miden diferentes grados de conducta que afectan a las percepciones ciudadanas de corrupción: (1) conductas de actores gubernamentales que algunos considerarían pequeña corrupción, como la aceptación de regalos sin soborno, el abuso de los bienes públicos para beneficio propio, o los favores a los amigos  y familiares sin saltarse claramente la ley; y (2) conductas realizadas por actores gubernamentales que la mayoría consideraría como corrupción grave, como aceptar sobornos o incumplir o cambiar las leyes para servir intereses privados dañando el interés público. De acuerdo con esta distinción, parece probable que quienes ven como clara corrupción sólo lo que denominamos corrupción grave, tenderán a pensar que los corruptos son sobre todo los políticos y serán menos exigentes con los funcionarios. Del mismo modo, quienes consideren que los actos de pequeña corrupción son también inaceptables tenderán a ser más críticos y a percibir que existe también corrupción entre el funcionariado. Por ello, a mayor rigor moral menos diferencias probablemente existan.  En consecuencia:

H2: Cuanto más se considere que los actos de corrupción grave son los verdaderos actos de corrupción más se tenderá a considerar corruptos sobre todo a los políticos. 
H3: Cuanto más se considere que los actos de pequeña corrupción son también reprobables, más se tenderá a considerar a los “administradores” también como corruptos

Exposición a los medios. A mediados de 2006, los casos de corrupción comenzaron a ocupar un lugar destacado en las cabeceras de los más importantes periódicos, y en 2009 fueron ya un tema constante de conversación hasta en los programas televisivos más sensacionalistas. Más aún, entre septiembre de 2008 y julio de 2010, casi el 50% de las noticias en la prensa escrita nacional y regional se centraban en corrupción, crisis económica y tensiones partidistas (Villoria and Jiménez, 2012). De acuerdo con Chaqués (en prensa), entre 1996 y 2009, considerando tan solo los dos periódicos más importantes de España –El País and El Mundo-, han existido 4.126 noticias sobre corrupción política en las páginas de cabecera.  Por ello, un tercer factor diferenciador de percepciones se refiere al impacto de los medios  (e.g.,Villoria and Jiménez, 2012; Van de Walle, 2008; Heywood, 2007). En España, Costas-Perez et al. (2011) hallaron que los casos que eran ampliamente tratados mediáticamente generaban, al tiempo, un escrutinio sobre la labor judicial mucho mayor y que los alcaldes cuyos casos de corrupción fueron tratados en la prensa nacional recibieron  menos votos y perdieron con más facilidad su puesto en las elecciones locales de 2007.  En suma, que el foco mediático hace que se incremente la percepción de corrupción sobre todo hacia este grupo de actores políticos, que son los que generan noticias. Algunos argumentan que el papel de los medios es indirecto, no cambiando directamente las actitudes o conductas, sino creando la impresión de que, al leer otros la noticia, cambiarán su actitud y por ello habrá que aceptar “lo que todo el mundo sabe” (Mutz and Soss, 1997; Tal-Or, Cohen, Tsfati, and Gunther, 2010); directa o indirectamente causada, Chaqués (en prensa) ha hallado una correlación positiva muy fuerte -.762- entre la atención que los dos periódicos más importantes del país han puesto en la corrupción desde 1988 a 2009 y la opinión de que la corrupción política es un problema importante en España. En suma, dados los problemas de acción colectiva que las asunciones generalizadas generan (Ostrom, 1998), estos efectos directos o indirectos son suficientemente importantes como para merecer una investigación más profunda.  Por todo ello, y dado que los casos de corrupción de funcionarios no son objeto de atención mediática, creemos que:

H4: La exposición a los medios incrementará más la percepción de corrupción de los políticos que la de los funcionarios 

Methodology

Por razones de espacio vamos a hacer una referencia muy sumaria a la metodología de la investigación. Los datos se basan en una rigurosa encuesta del CIS de 2009 (Estudio 2826. Ética Pública y Corrupción). A diferencia de los índices de percepción de corrupción, como el CPI de TI, esta encuesta proporciona datos muy detallados de la percepción ciudadana, no de expertos. Adicionalmente, responde a la acusación hecha a los índices estándar de que tienen una visión estrecha de la corrupción, al no considerar a los que pagan y sólo centrarse en los que reciben sobornos (ver, Heywood, 2007). Finalmente, tiene la limitación de que, al ser datos recogidos en un momento temporal dado, no puede establecerse una secuencia temporal de variables.  

Las variables de investigación 

Muchas de las variables utilizadas para testar las hipótesis se basaron en un análisis exploratorio de factores con rotación oblicua (Promax) y con los antecedentes sometidos a múltiples correlaciones al cuadrado. Para las dos variables dependientes los puntajes de factor resultantes  produjeron variables cuasi-continuas; para las variables independientes se usaron escalas basadas en factores, resultando variables que, aunque no eran tan continuas, eran, sin embargo, más adaptadas a las preguntas de la encuesta. El criterio minimum-loading usado para ambas variables –dependiente e independiente-  fue 0.40 (ver apéndice). El coeficiente Cronbach alpha para la confiabilidad de la escala alcanzó o excedió el coeficiente recomendado de 0.70, para todos los factores finales dependientes e independientes. 

Las variables dependientes han sido dos, y se derivaron de un análisis de factores de las respuestas a seis preguntas sobre hasta qué punto los encuestados pensaban que la corrupción era prevalente en seis grupos de responsables públicos (ver apéndice 1). Las elecciones de respuestas codificadas abarcan desde 1 (en absoluto) a 6 (muy frecuentemente). Las variables independientes eran, o bien variables individuales, o bien escalas basadas en factores que promediaban los valores de los ítems de la encuesta que acumulaban el máximo en los factores generados. Las elecciones de respuestas codificadas abarcan desde 1 (en absoluto) a 6 (muy frecuentemente). En este estudio nos centramos en analizar los siguientes (aunque las variables usadas fueron más, como se puede ver en la tabla 2): Percepción generalizada de corrupción, separada en dos grupos, uno en el que se refleja la media de respuestas a dos preguntas que medían hasta qué punto se consideraba que la corrupción estaba expandida en la política local y regional; otro que se refiere a la percepción general de corrupción a nivel nacional; Las elecciones de respuestas codificadas abarcan desde 1 (en absoluto) a 6 (muy frecuentemente). La situación económica del país (de 1,  muy mal, al 5, muy buena). Mi situación económica (de 1,  muy mal, al 5, muy buena). El nivel educativo del encuestado (0 = no es bachiller; 1= sí tiene estudios finalizados de bachillerato). El género (variable dicotómica para mujer: 0 = no; 1= sí). La definición de corrupción (de 1, el acto no es corrupto, a 4, es claramente corrupto) vinculada a dos escalas, una donde se recogen lo que serían ejemplos de corrupción leve y a otra donde se recogen ejemplos de corrupción grave (ver apéndice). La exposición a los medios, con tres variables que miden frecuencia, de “nunca” a “todos los días” veo las noticias en televisión, leo periódicos, además de ver las noticias sigo programas de debate político. La edad. 

Análisis

Para testar las hipótesis se usó una regresión múltiple OLS, dado que las variables dependientes eran puntajes de factor cuasi-continuo. También se examinaron los efectos moderadores, que se esperaba que diferenciaran más aún la intensidad de las percepciones de corrupción en relación a las dos variables dependientes. 

Resultados

Los resultados se muestran en la tabla 2 y muestran que las hipótesis son validadas. Existen diferentes características y actitudes que llevan a los encuestados a una percepción de corrupción diferente cuando se trata de administradores que cuando se trata de políticos. Los efectos de las variables explicativas se explican a continuación. 

Efectos principales

Generales, para todos los actores gubernamentales

La tabla 2 muestra que las variables de control que miden la prevalencia percibida de corrupción en la política nacional y local (percepciones generales) influencia la percepción de corrupción tanto de políticos como de administradores. Las relaciones son amplias en magnitud, positivas y significativas (p. <0.0001 nivel). Pero las percepciones de prevalencia de la corrupción en el nivel nacional tienen más influencia en ambos modelos  que las percepciones en los niveles locales y regionales. Esto es interesante considerando que, en los últimos 10 años no ha habido casi ningún caso de corrupción importante en el gobierno central y sí ha habido centenares en los niveles regionales y, sobre todo, locales. No obstante, la atención a la corrupción en el nivel local es un fenómeno relativamente nuevo que coincide, además, con la idea de que los políticos locales deben ser controlados por la dirección nacional del partido. 

Hay, además, fuerte apoyo a la idea de que la percepción de la situación económica correlaciona con la percepción de corrupción (H1). Aquellos que perciben que la economía del país va muy mal tienden a pensar que la corrupción está más extendida en el gobierno. La relación es negativa y significativa para los dos modelos (p <0.01). Las evaluaciones de la situación económica personal no tuvieron efecto en ninguno de los modelos.

Efectos diferenciadores 

La tabla 2 muestra más efectos diferenciadores que los esperados. Muestra efectos diferenciadores en las características individuales y en las variables contextuales. En primer lugar, como ya se comprobó en el estudio de Van de Walle (2008), las mujeres encuestadas juzgaban a los administradores como más corruptos que lo que hicieron los hombres (p <0.01); una diferencia que es mucho menos clara en relación a los políticos (p <0.10). Probablemente, porque las mujeres tienen más relación con la burocracia de calle y administrativa y sufren más los abusos. De igual manera, la table 2 nos muestra que la posesión de un grado superior al de bachillerato  tiene un efecto negativo en el nivel administrativo, aunque sólo significativo al nivel .10. Tal vez los más educados, que por ello tienen más oportunidades de información nacional e internacional, tienen un conocimiento más certero del bajo nivel de corrupción administrativa existente en España. También se ha hallado, en relación a las hipótesis 2 y 3, que quienes consideraban que la corrupción verdaderamente importante era la grave tenían percepciones de corrupción entre los políticos mayores que la media (p <0.0001). Si se compara el tamaño y dirección del coeficiente de .25 en relación a los  políticos con el de -.04 en relación a los administradores la conclusión es clara. Por el contrario, aquellos que consideraban que los actos de corrupción leve eran también corrupción plena tenían la tendencia a pensar que la corrupción estaba también extendida entre los administradores (p. < .00). Finalmente, como se predijo en la hipótesis 4, la exposición a los medios influencia la percepción de corrupción sobre todo con respecto a los políticos. Cuanto más leen el periódico las personas mayor es su percepción de corrupción en el nivel político (p. < .0001). Las otras variables no eran significativas para ningún modelo. 

Efectos moderadores (interacciones) 

El foco de los modelos de regresión múltiple examinando los efectos de interacción se centró en las variables que, en las hipótesis, influenciaban las percepciones de corrupción, pero no halló efectos significativos. 
La tabla 2 muestra cómo existe una significativa interacción negativa de nivel educativo y exposición a los programas de debate político (p <0.01).  Esto implica que los efectos de seguir debates políticos en la reducción de percepción de corrupción es positiva pero sólo para aquellos más educados. Ello tiene como consecuencia que los efectos serán muy limitados para los menos educados. 


Conclusiones

En España, la alta percepción de corrupción tiene que ver con factores históricos, de desconfianza institucional sólidamente afianzada (Torcal y Magalhaes, 2010), que ha sido reforzada por la continua presencia de noticias de corrupción política, sobre todo a partir de 1996, con puntas en función de la llegada de nuevos escándalos. Estas noticias se basan en hechos relevantes, pues el volumen de casos de corrupción política actualmente existentes supera los 1000.  Estos casos muestran, además, una debilidad institucional elevada que nos permite comprobar la inexistencia de un gobernante benevolente que quiere luchar contra la corrupción, antes al contrario, nos muestra un agente que se garantiza monopolio en la toma de decisiones, con alta discrecionalidad y bajo control. Todo ello consolida una narrativa sobre los abusos de poder de la clase política que, aunque se distingue de los funcionarios profesionales, genera una generalizada percepción de corrupción. Finalmente, la gravísima crisis económica vigente y el altísimo desempleo constituyen el factor de refuerzo necesario para expresar esta ruptura de confianza entre la clase política y la ciudadanía, expresada en la consideración de los políticos y su corrupción como un grave problema nacional. Este estudio nos ha permitido conocer mejor cómo se percibe la corrupción en España y su fenomenología. Ahora, corresponde sacar lecciones del estudio. 

Desde una perspectiva teórica, nuestro trabajo ha mostrado los déficits que las dos más importantes teorías sobre corrupción tienen para explicar plenamente la situación en países desarrollados con pequeña corrupción administrativa pero amplia corrupción política (i.e. España, Portugal, Francia, Austria…), y promueve la idea de construir una teoría híbrida que dé cuenta del fenómeno de manera más atinada. Desde una perspectiva práctica, ofrece ideas para policy makers y administradores públicos que quieran combatir la corrupción en España y países con características similares. Para usar adecuadamente las percepciones de corrupción en la lucha contra este problema, los responsables públicos deben tener una comprensión suficientemente rica de qué clase de acciones, realizadas por quién, son vistas como corruptas por la ciudadanía. Nuestros hallazgos permiten iniciar un mapeo de esta naturaleza. Hay que analizar qué agencias requieren más atención, pero también qué ciudadanos son los que más corrupción perciben. Por ejemplo, hemos mostrado que la corrupción grave se percibe sobre todo entre los políticos, mayormente por su gran discrecionalidad en la toma de decisiones y su baja accountability. La corrupción entre los funcionarios se percibe como alta sólo entre quienes tienen una concepción muy rigurosa de los deberes del servicio público. Las implicaciones de este hallazgo son importantes, pues indican probablemente que, aunque la corrupción administrativa es baja, esto se debe a que en las encuestas de victimización se considera como tal sólo el soborno. Si las preguntas incluyeran otras conductas menos graves, probablemente los resultados no serían tan positivos. Del mismo modo, la percepción de corrupción política sólo se podrá reducir si los instrumentos de rendición de cuentas de la clase política se refuerzan y se controla su arbitrariedad. 

Los responsables públicos deberían poner más atención en las mujeres, jóvenes y personas menos educadas pues son quienes tienden a percibir más corrupción. Poner el énfasis en prevenir y luchar contra la corrupción en las agencias donde la percepción es más elevada es otra opción inteligente, pues da lugar a una rendición de cuentas guiada por el input ciudadano y permite concentrar esfuerzos donde es más necesario. Más aún, es importante poner el foco en los medios de comunicación, dados nuestros hallazgos indicando que la lectura diaria de la prensa y el seguimiento televisivo de las noticias incrementan la percepción, pero que el seguimiento de los debates políticos reduce la misma. En suma, que los gobiernos deben impulsar debates serenos y rigurosos sobre la corrupción e informar debidamente a los ciudadanos. La naturaleza sensacionalista de cierta prensa debe ser compensada con programaciones que eduquen al ciudadano y le hagan ver qué nivel de corrupción existe realmente, dónde y quiénes son sus responsables. 

Como preveíamos al principio, los ciudadanos perciben que los actores administrativos y judiciales son menos corruptos que los políticos, y la base de ello está en su selección meritocrática y las garantías de imparcialidad existentes, por lo que mantener e, incluso, reforzar la profesionalidad en la Administración es la clave para evitar caer en la corrupción sistémica. Pero los ciudadanos perciben, al tiempo, que una gran parte de los políticos no actúan de forma honesta y consideran a los partidos políticos como la institución más corrupta de España (ver Barómetros Globales de la Corrupción de TI y sus datos repetidos sobre España)[footnoteRef:6]. Esto nos lleva a recordar la idea expresada por Cox (2005) sobre la importancia de la cultura organizativa y conectarla a sus efectos en los partidos políticos: la corrupción es conducta aprendida. Sobrevive porque dentro de la organización se convierte en conocimiento tácito de cómo hacer las cosas y tener éxito, con ello, se justifica y se hace atractiva para sus miembros (Cox, 2005, p. 24). Detener la corrupción exige no sólo atacar al individuo corrupto, sino también cambiar la cultura de los partidos políticos. La reforma de las leyes orgánicas de Partidos Políticos y Financiación de los Partidos debe ser prioritaria, para cambiar sus sistemas de incentivos y reducir al mínimo las conductas no éticas (Teorell and Rothstein, 2012, p. 9),  pero no olvidemos que estas reformas deben partir de los propios partidos; esta investigación permite entender mejor por qué ello es necesario y cómo trabajar en la mejora del sistema.  [6:  http://www.transparency.org/] 


Para los académicos este trabajo muestra cómo deberíamos desarrollar nuestros modelos conceptuales para ser más útiles a los policy makers. En áreas donde los modelos están poco desarrollados tendemos a usar constructos monolíticos, como “percepciones de corrupción”. Pero estos constructos son complejos y es preciso encontrar formas de desagregarlos analíticamente si queremos que sirvan para formular políticas eficaces. En esta investigación hemos testado ideas sobre cómo diferentes factores son más relevantes para diferentes grupos y, con ello, ofrecido una visión más matizada y rica de la percepción de corrupción en España. Por ello, este trabajo creemos que ofrece valiosas implicaciones para comprender mejor la corrupción y sus consecuencias sociales y da guías para posteriores investigaciones sobre tan transcendental fenómeno. 
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Appendix I: Results of Factor Analysis Procedures
	Rotated Factor Pattern (Standardized Regression Coefficients)
	
	

	Item (for Scale on  Perceptions of Corruption With Regard to Political and Administrative Actors)
	Political
	Administrative

	Politicians
	 0.71
	 0.04

	Authorities in charge of granting public contracts/subsidies
	 0.76
	 0.05

	Authorities granting permits and construction licenses
	 0.78
	 0.01

	Justice administration	
	 0.09
	 0.62

	Inspectors (Health and others)	
	 0.36
	 0.45

	Public administration workers
	-0.03
	 0.74

	
	
	

	Final Communality Estimates
	3.32

	
	
	

	Item (for Definition of Corruption Scale)
	Petty
Corruption
	Grand
Corruption

	A politician accepting valuable gifts.
	0.53
	0.15

	A health system worker helping a relative or friend to skip a waiting list for a medical exam.
	0.62
	-0.01

	A public sector worker taking office material to his/her home.			
	0.69
	-0.07

	A politician using an official vehicle for private purposes.		
	0.79
	-0.00

	A politician, a public official, or a public employee accepting money for rezoning	
	-0.06
	0.77

	A politician, public official, or public employee accepting money from a business  in order to favor it in a competitive bidding process.		
	-0.03
	0.71

	An administrative employee or public official asking a citizen to pay money in exchange for speeding up an administrative process.
	0.08
	0.60

	A protected land area being rezoned to generate income for a municipality.
	0.29
	0.31

	A politician hiring relatives and/or close friends regardless of their professional training			
	0.29
	0.30

	Final Communality Estimates
	3.71

	
	
	

	Item (for Political Alienation Scale)
	Political Alienation
	Support of Political System

	Politicians do not worry about what people like me think.
	0.48
	-0.02

	Generally, politics is so complicated that people like me cannot understand what is happening.
	0.42
	-0.07

	Political parties are only useful to divide people	
	0.52
	0.16

	Political parties are always criticizing each other, but in reality they are all the same.	
	0.62
	0.05

	No matter who is in power they always look for their own personal interests.
	0.73
	-0.02

	Political parties are necessary to solve citizens’ problems.
	-0.02
	0.68

	Political parties are necessary to defend different groups and social classes’ interests.
	-0.02
	0.69

	Final Communality Estimates
	2.90
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Table 2. Factors Explaining Perceptions of Corruption 

	Dependent Variable 

	Perceptions with Regard to

	
	Administrative Actors
	Political Actors

	
	Model A
	Model A	 
w/Interactions
	Model B
	Model B
 w/Interactions

	Independent Variables—Main Effects
	Parameter Est.
	Pr > |t|
	Parameter Est.
	Pr > |t|
	Parameter Est.
	Pr > |t|
	Parameter Est.
	Pr > |t|

	Definition of Corruption

	    Petty Corruption
	0.08924
	0.0005
	0.09408
	0.0002
	-0.02489
	0.3510
	-0.01916
	0.4709

	    Grand Corruption
	-0.04605
	0.4724
	-0.05633
	0.3793
	0.26141
	0.0001
	0.24724
	0.0002

	Generalized Perceptions of Corruption

	    Local & Regional Levels
	0.19281
	<.0001
	0.19387
	<.0001
	0.20717
	<.0001
	0.20857
	<.0001

	    National Level
	0.27010
	<.0001
	0.26923
	<.0001
	0.29459
	<.0001
	0.29291
	<.0001

	Media Exposure 

	    To News Papers
	0.00849
	0.4813
	0.00622
	0.6058
	0.04912
	0.0001
	0.04627
	0.0002

	    To News on Television
	-0.01372
	0.4890
	-0.01265
	0.5307
	0.02950
	0.1568
	0.03959
	0.0607

	    To Public Affairs Programing
	-0.00068118
	0.9606
	-0.00427
	0.7574
	0.00539
	0.7102
	0.00017530
	0.9903

	Political Alienation
	0.17895
	<.0001
	0.17913
	<.0001
	0.22019
	<.0001
	0.22865
	<.0001

	Political ideology	
	0.00728
	0.5413
	0.01150
	0.3456
	-0.00580
	0.6433
	0.00132
	0.9178

	Economic Performance of the Country	
	-0.06162
	0.0065
	-0.06393
	0.0047
	-0.07502
	0.0016
	-0.07840
	0.0009

	My Economic Situation
	0.00671
	0.7363
	0.00612
	0.7587
	0.03353
	0.1094
	0.03144
	0.1315

	Completed More than High School
	-0.08554
	0.0694
	-0.05419
	0.2674
	0.02597
	0.5997
	0.06722
	0.1884

	Age
	-0.00245
	        0.0286
	-0.00253
	0.0239
	-0.00194
	0.0985
	-0.00207
	0.0771

	Gender – Female	
	0.11576
	0.0013
	0.11487
	0.0014
	0.07063
	0.0613
	0.06540
	0.0823

	Voted for the Popular Party
	-0.04676
	0.3571
	-0.05650
	0.2714
	-0.04109
	0.4413
	-0.05265
	0.3271

	From a Small Size Town
	-0.07985
	0.0270
	-0.07893
	0.0288
	-0.09451
	0.0128
	-0.09157
	0.0153

	                          Interaction Effects

	Ideology & Exposure to Public Affairs Programing
	-0.01011
	0.1350
	
	-0.01795
	0.0112

	Alienation and Exposure to Television
	-0.00050280
	0.9851
	
	-0.05883
	0.0369

	More than High School and  Public Affairs Programing
	-0.07840
	0.0092
	
	-0.08706
	0.0057

	Alienation and From a Small Town 	
	0.05027
	0.2826
	
	0.08564
	0.0801

	Voted for Popular Party and Exposure to  News on Television	
	0.07274
	0.1722
	
	0.13316
	0.0169

	R-Square 
	0.3717
	0.3762
	0.3816
	0.3919

	Adj R-Sq
	0.3653
	0.3679
	0.3753
	0.3837

	N
	1590
	1590
	1590
	1590
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